Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 16 minutos.) 


- En nombre de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, damos la bienvenida a los señores miembros del Directorio 
del Banco de Previsión Social, a los efectos de intercambiar ideas sobre las cuestiones a las que está abocada dicha institución. 
Nos interesa conocer su opinión respecto a esta tan delicada materia de la vida del país. Al mismo tiempo, tendremos oportunidad 
de hacerles preguntas sobre temas que nos parecen pertinentes. 


Tiene la palabra el señor Presidente del Banco de Previsión Social, ingeniero Gasparri. 


SEÑOR GASPARRI.- En primer término, quiero agradecer a la Comisión por haber recibido al nuevo Directorio del Banco, que 
hace pocos días, con la asunción de los Directores políticos, completó su integración. 


En una de las reuniones mantenidas inicialmente en el Directorio, se expresó la voluntad y el deseo de todos sus miembros en 
tomar contacto con las distintas Comisiones parlamentarias, es decir, tanto con ésta como su correspondiente en la Cámara de 
Representantes y de esta manera ponernos a disposición de los señores Senadores para iniciar el diálogo sobre una temática que 
nos toca a todos. 


Sin duda, podríamos hablar durante mucho tiempo sobre la realidad del Banco de Previsión Social y sus complejidades, pero a 
modo de comentario general, deseo indicar que estamos planificando para los próximos años la continuación de programas ya 
iniciados, fundamentalmente, en lo que tiene que ver con las grandes transformaciones administrativas. Asimismo, hemos 
planeado, para dentro de poco tiempo, llevar a la práctica transformaciones en el área de las recaudaciones, es decir, en ATIR. En 
pocos días más analizaremos este programa en el Directorio, a fin de ir avanzando en transformaciones que entendemos 
necesarias en lo que denomino la puerta de entrada del Banco, o sea, las recaudaciones. Pienso que allí debemos modernizarnos 
y simplificarnos, continuando una importante tarea de atención al cliente. De esa manera, también mejoraremos el área de 
recaudación y control. 


En el día de ayer el Directorio creó distintas Comisiones para ir abocándose en el tratamiento de temas tales como organismos 
públicos, viviendas y el sindicato del propio Banco. Son distintas Comisiones que tendrán como fin trabajar y profundizar en el 
relacionamiento y control que tiene que seguir el Banco. 


Es cierto que enfrentamos muchas dificultades con toda la temática previsional. En ese sentido, podemos mencionar el seguro de 
desempleo, que es parte importante de nuestras erogaciones y la actividad en las pasividades y pensiones, que están 
mejorándose; asimismo, aspiramos a optimizar los tiempos entre una gestión, una adjudicación y un derecho, como puede ser una 
pasividad o pensión. Se trata de temas que recién se están empezando a analizar entre nosotros aunque, de alguna manera, 
habían comenzado una etapa de transformación en el período anterior. Aspiramos a que en los próximos años continuemos en ese 
sentido, a fin de contar con un Banco que esté al servicio de la gente. Cuando decimos esto, esperamos que sea justo, 
transparente y eficiente para lograr esa meta. 


Todos los Directores estamos abocados a esa tarea; algunos de nosotros, estamos retomando fuerzas para continuar, y un 
conjunto de excelentes personas que se han acoplado al trabajo del Banco, que son los nuevos Directores, tienen el espíritu de 
llevar adelante la misión encomendada. 


Reitero nuestro agradecimiento a esta Comisión por habernos recibido a fin de abrir el diálogo con el Parlamento, ya que nuestra 
voluntad es permanecer en contacto con los señores Senadores, a fin de ayudar en lo que sea necesario y brindar los informes que 
nos soliciten. De esa manera, entre todos, llevaremos adelante todas las temáticas sociales que tiene el Uruguay. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: deseo resaltar que es muy bueno que, cuando se constituye el Directorio del Banco, sus 
autoridades soliciten ser recibidas por esta Comisión porque no sólo implica el reconocimiento de lo que es el Poder Legislativo, 
sino también esta Comisión en la que permanentemente estamos trabajando con el Banco de Previsión Social sobre diferentes 
temas, acerca de los cuales, algunas veces, sus autoridades han tenido razón y otras, nosotros, así como en ciertas ocasiones, la 
hemos tenido entre todos. 


Tenemos pendientes ciertos temas como, por ejemplo, el de los discapacitados y baremos, sobre cuyo tratamiento la Comisión, sin 
duda, seguirá avanzando. A veces, no hemos contado con toda la comprensión de las anteriores autoridades del Banco. 


Por otra parte, como preocupación de mi Partido y también a nivel personal, deseo poner un tema arriba de la mesa y aclaro que 
no voy a pedir opinión al respecto, porque no estaba incluido en la agenda. No obstante, creo que es bueno plantearlo en esta 
visita, a los efectos de que las autoridades del Banco de Previsión Social vayan reflexionando con el objeto de que, dentro de 
veinte días o un mes, podamos elaborar una iniciativa. 


Todos sabemos que la Ley N* 16.713 fijó un nuevo régimen que le era notoriamente conveniente a los menores de 40 años, 
quedando excluidos los mayores de 57 años, que estarían regidos por el régimen anterior, con lo cual no veían cercenados sus 
derechos. Ahora bien, quedó una franja que va de alrededor de los 43 a los 57 años para la que, en la medida en que la situación 
económica del Banco era geométricamente explosiva, en una serie de artículos se establecieron algunas cosas como, por ejemplo, 
los 35 años de trabajo efectivo, que merecerían ser modificadas. En este caso concreto creo que habría que bajar los años de 
trabajo, en particular, para las mujeres, porque se trata de un esfuerzo muy importante que, quizá, no se aquilató lo suficiente. 


Además, aquí hay un tema muy importante, como es el vinculado a los topes. Hicimos un esfuerzo y se pasaron de siete a once, y 
en algunas circunstancias se llega hasta quince, pero lo cierto es que aquellas personas que tienen mejores remuneraciones - 


muchas pertenecientes al Estado como, por ejemplo, profesionales de UTE o de ANTEL, que como el Organismo los necesita debe 
pagarles bien, puesto que de lo contrario los perdería; y si queremos empresas públicas buenas los necesitamos- a la hora de 
jubilarse reciben una cantidad que ni siquiera llega al 50% de su sueldo, pues es menor. Esto no le va a suceder a los menores de 
40 años, aunque se trate de profesionales de esos entes o de empresas privadas. 


Nosotros aspiramos -y adelantamos que en pocos días vamos a presentar un proyecto de ley en ese sentido; naturalmente que 
sabemos que esto finalmente requiere de la iniciativa del Poder Ejecutivo- a empezar a levantar de a poco los topes, para que en 
cuatro, cinco o seis años lleguemos a niveles de jubilaciones más o menos aceptables. 


Entonces, me gustaría que, en la medida de lo posible y más allá de las opiniones que se puedan verter hoy, si es que quienes nos 
visitan lo entienden conveniente, el Banco de Previsión Social haga un estudio para ver si dentro de cinco o seis años - 
naturalmente comenzando desde ahora- podemos salir de una situación que es absolutamente injusta, sobre todo, para aquellos 
que aportan durante tantos años lo que en definitiva son los mayores ingresos que tiene el Organismo. 


SEÑOR GASPARRI.- Sin duda, el señor Senador Michelini ha tocado un tema muy importante y que también ha sido conversado y 
discutido por todos los uruguayos. 


La realidad es que para la gente que está en el proceso de transición, es decir, las personas que el señor Senador Michelini ubica 
entre los 45, 55 y 57 años, la ley hace un corte bastante fuerte. Se trata de un asunto que hay que analizar y profundizar, porque 
tenemos que ver de qué manera se puede visualizar un proceso positivo de mejora para esa gente que está en la transición de un 
régimen anterior y el actual. Es probable que eso no se pueda modificar en esta instancia, porque hay una realidad económica a 
tener en cuenta. Como todos sabemos, el Banco es deficitario, a tal punto que U$S 800:000.000 o U$S 900:000.000 salen de 
Rentas Generales para solventar los déficit anuales que tenemos. Queda claro, pues, nuestra poca cintura como Directorio para 
actuar en este tema; por eso insisto en que hay que discutirlo y modificarlo entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento. De todos 
modos, es de recibo el planteo que hace el señor Senador Michelini. 


Por otra parte, debo recordar que hay voces que están hablando de la problemática de las personas que después de los 50 años 
están teniendo dificultades para conseguir trabajo. Esa es una nueva realidad que está apareciendo en el mercado. Allí empiezan a 
sumarse problemas en esa franja de edad. Por lo tanto, habría que ver con claridad cuál sería la acción prioritaria, puesto que 
sumar erogaciones, por distintos motivos, en una misma franja, podría hacer reventar el sistema. 


Pienso que es un tema interesante el de los 35 años en el caso de las mujeres. En el período anterior se presentó un proyecto en el 
Parlamento Nacional para que se generara la jubilación de las amas de casa, es decir, que pudieran aportar como trabajadoras en 
el hogar, es decir que apuntaba a valorar la actividad de las mujeres en su casa y que realizaran un aporte como trabajadoras. 


Planteo esta idea porque es difícil que una mujer sume 35 años de actividad en un período de su vida, ya que al menos por un par 
de años se dedica a sus hijos, para lo cual debe salir del mercado laboral, volviendo recién después. Este es un hecho muy real 
que se puede visualizar en ciertas edades. 


Por ese proyecto podría ser válido que existiera una jubilación como ama de casa, cuya aportación sería como la que hacen otros 
trabajadores. Entonces, ahí podríamos estar igualando de alguna manera los 35 años de trabajo de la mujer y viabilizando una 
actividad que no es tomada en cuenta en este país, como lo es la del ama de casa, cuyo cálculo debería integrar el Producto Bruto 
Nacional. 


También podríamos hablar de otros temas que en estos años van a necesitar un profundo análisis. En la seguridad social ya ha 
pasado el tiempo de las cosas que quedan estancas o quietas, porque en todo el mundo se observa una dinámica permanente en 
las legislaciones que tienen que ver con este tema. No nos debe asustar hablar de modificaciones, pero sí dejar vacíos donde 
exista una necesidad social que no estemos atendiendo. Creo que esto es válido sobre todo en estos días y tratándose de la 
seguridad social. Además, las leyes también son para modificarse. 


Este ejemplo de la realidad del trabajador en el entorno de los 55 años de edad no existía. Se trata de una linda realidad tener un 
17% ó un 18% de habitantes mayores de 65 años, pero en un país como el nuestro puede también generar preocupación porque 
tiene una población envejecida. Como decía, es otra realidad que va en aumento. 


La problemática de la infancia no nos toca directamente en cierta parte, pero sí la vivimos por Asignaciones Familiares porque 
atendemos el 20% de todos los nacimientos de los uruguayos en el país. Estos nacimientos son asistidos desde el Banco de 
Previsión Social, lo que nos permite ver otras realidades sociales distintas, pues el 30% o 40% de los nacimientos se produce en 
hogares pobres. Hoy la realidad es otra porque está cambiando el promedio de hijos por familia y las costumbres en los niveles 
sociales han cambiado. Entonces, a corto plazo vamos a vivir otra realidad en la infancia. Se trata de un tema que también hemos 
conversado en el Banco, porque tenemos que empezar a prever algunas cosas que son producto de las circunstancias o de las 
decisiones sociales de la propia gente, así como de sus costumbres. 


Tendremos que analizar todos esos temas en el correr de estos años para ir buscando su mejor manejo y destino. 


SEÑORA ARISMEND!.- Quiero hacer una puntualización, y me corregirá el señor Senador Michelini si entendí mal su planteo. Creo 
que su pregunta no apuntaba tanto a las mujeres que tienen determinada edad pero no los años de trabajo, sino al revés, es decir, 
a las mujeres que contaban con 35 años de actividad pero no la edad para jubilarse. 


SEÑOR MICHELINI.- Me refería a ambos casos. 


SEÑORA ARISMENDI.- Es claro; pero la pregunta apuntó a lo otro. En realidad, este tema generó una larga discusión en 
oportunidad de la reforma de la Seguridad Social, porque es una directiva que se aplica en el país y en todo el continente; también 
a las mujeres bolivianas, que se mueren a los 50 años, pero se les aplican los mismos topes que a nosotros, que tenemos la 
desgracia de morir más tarde. Creo que sería interesante que se diera una opinión al respecto. 


Por otra parte, tenemos un asunto pendiente. Reconozco que hay un nuevo Directorio, pero con el señor Presidente hemos venido 
tratando algunos asuntos desde hace tiempo. Uno de ellos -lo refería también el señor Senador Michelini al pasar- es un tema 


sobre el que hemos trabajado y hay un sentimiento unánime de la Comisión, independientemente de que en los caminos que 
podamos tener para resolverlo haya diferencias. Me refiero a la necesidad de modificar todas las consecuencias que tiene la 
aplicación de los baremos de discapacidad en la situación en que estamos hoy. Esto lo vemos a diario -hicimos un taller con las 
distintas organizaciones sociales, la representación del Banco y del Ministerio de Salud Pública- en la atención de casos en que, de 
la manera más cruda, tenemos que explicarles que no tienen posibilidad de solución en el estado de cosas actuales. 


Parecería que hay un acuerdo, un cierto grado de consenso, en cuanto a que la situación actual está mal. El tema es que 
deberíamos instalar una forma de trabajo que colabore, desde el punto de vista del Parlamento, en lo que corresponda, pero 
también desde el Banco de Previsión Social, junto con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para modificar esta situación. 
Creo que a la larga -no tengo los números exactos, pero seguramente el Banco podrá saberlos- esta situación resulta una carga y 
una erogación mayor al Estado que la forma en que se está aplicando. 


El otro tema que tenemos pendiente y sobre el que hemos tenido un intercambio epistolar muy prolífero refiere al ex Frigorífico 
Anglo. Aprovechamos la oportunidad para decirlo directamente porque tenemos las versiones taquigráficas y las hemos enviado, 
pero sabemos que los papeles demoran mucho en llegar de un edificio a otro. La pregunta que hacía la Comisión al Directorio del 
Banco de Previsión Social estaba vinculada estrictamente con que se nos respondiera si podíamos transitar por el camino de una 
interpretación de la ley -en la medida en que a los trabajadores del ex Frigorífico Anglo, para una serie de aspectos, se les aplicaron 
las mismas normas que a los del Frigorífico Nacional, porque estaban intervenidos por éste- o si el Banco de Previsión Social 
puede interpretar que esto es así y, por tanto, actúa en consecuencia. Si eso es así, nuestra función se termina; de lo contrario, 
estamos dispuestos a trabajar en ese sentido. 


De todas maneras, los plazos han corrido largamente y, por lo menos, debemos dar una respuesta que aclare la situación. Lo otro 
es que el Banco va a hacer la interpretación y a actuar sin ayuda del Parlamento ni del Poder Ejecutivo. Una tercera opción sería 
que se necesita una ley o un decreto. En fin, debemos dar una respuesta a esa gente, porque si siguen transitando por los caminos 
de un juicio, seguramente lo van a ganar. Entonces, saldrá más caro. Digo esto con versión taquigráfica; en otros momentos lo 
hemos hecho cuando no se la ha registrado. 


El otro tema ya lo ha planteado el señor Senador Michelini, y es el de los topes, que también merece ser estudiado. 


Mi problema fundamental en este momento es qué mecanismo nos damos, si es que podemos transitar por este camino, para 
trabajar sobre el tema del baremo de discapacidad. Hoy se hablaba del trabajo de la mujer ama de casa; sin embargo, los ejemplos 
más tremendos que pasan por aquí son los de mujeres con situaciones muy críticas desde el punto de vista laboral y de 
amputaciones por cáncer de mama, sobre lo que nadie puede tener dos opiniones. Por supuesto, el actual estado de cosas no las 
ampara por ninguna parte, porque no pueden seguir trabajando ni tampoco entran en los famosos baremos para acceder a una 
prestación del Banco de Previsión Social. Este es un ejemplo de los casos que nos golpean la puerta todos los días. Lo que ocurre 
es que a veces para nosotros los tiempos pasan de una manera y para la gente que padece esa situación transcurren de un modo 
dramático. 


Aprovechamos esta visita que nos parece muy buena -además, es muy importante que mantengamos este vínculo- para plantear 
que están en la agenda con el Banco. 


SEÑOR FERRARI.- Nos sumamos a las palabras iniciales del Presidente del Banco de Previsión Social en torno a esta iniciativa 
que propuso en la primera reunión de Directorio el Director Delgado Sicco y que aprobamos por unanimidad. Entendemos que 
tanto nosotros, que tenemos la responsabilidad de la administración y de la gestión del Instituto más importante de seguridad social 
de nuestro país, como ustedes los Legisladores -y en particular los integrantes de esta Comisión-, que son los que deben de 
legislar, recibimos las mismas preocupaciones colectivas e individuales de los distintos ciudadanos. 


El señor Presidente va a desarrollar mejor este punto, pero quiero adelantar que hay una Comisión trabajando por el tema de los 
baremos y de las actividades bonificables en particular, con quien era gerente del área de medicina laboral. Esperamos que de las 
conclusiones y del análisis de esta Comisión puedan surgir respuestas y hasta posibilidades de iniciativas legales porque, de 
acuerdo con la ley de creación del Banco, tenemos facultades como Directorio para desarrollarlas. 


En la jornada del 6 de abril participamos como integrantes de la COMIN y, sin duda, allí se mostró una preocupación muy grande en 
diferentes sectores de la ciudadanía. 


Por otra parte, el día martes estuvimos en la Junta Departamental de Colonia, pues la Comisión de Asuntos Laborales nos había 
cursado una invitación para tratar el tema del trabajo para los discapacitados y de las pensiones por invalidez. Ellos no conocían las 
limitaciones de los decretos de baremos y comisiones médicas que se fijaron el 24 de diciembre de 1998. 


Queremos aclarar que, aunque con limitantes, este novel Directorio -tenemos poco más de un mes- ya ha trabajado en lo que tiene 
que ver con el tema de los topes. Desde mi visión, este punto nos preocupa mucho, no sólo los topes altos de jubilaciones, sino 
también los mínimos que están en discusión en nuestro propio Directorio, en el sentido de cómo unificar todas las prestaciones de 
actividad y generar criterios comunes. Por ejemplo, en la actualidad un trabajador tiene un tope de siete salarios mínimos para 
algunas cosas, para asignación familiar tiene seis o diez salarios mínimos, para el seguro de enfermedad tres salarios mínimos, 
etcétera. Quiere decir que este tema no solamente tiene que ver con los topes de arriba, por decirlo de alguna forma; la 
preocupación puede estar en torno a que genera, sobre todo en la actividad pública, gente que ya tiene causal jubilatoria pero 
renuncia transitoriamente a jubilarse porque el resultado del cálculo de su jubilación hace que termine cobrando el 50%, o menos, 
de sus ingresos de actividad. Esto no sucede sólo con la ley nueva, sino que se produce más con la ley vieja. La legislación nueva 
tiene un tope distinto, mucho más alto, aunque tal vez mucho más difícil de alcanzar a partir de que las tasas de reemplazo son 
diferentes, son menores. Pero en ese sentido -y en esto estamos en transición- en la penúltima sesión, el Directorio tomó una 
iniciativa legal y aprobó un anteproyecto de ley que va a ser enviado al Poder Ejecutivo, para adelantar los topes de jubilación 
mínimos y máximos que entrarían en vigencia en el 2003. Se va a intentar que este anteproyecto de ley se apruebe para que 
pueda entrar en vigencia el 1% de enero de 2002. 


Tal vez esto sea insuficiente, pero creemos que es un avance importante en el camino de modificar los topes. En tal sentido, el 
Directorio ha mostrado voluntad con este anteproyecto y esperemos que tanto el Poder Ejecutivo como el Legislativo lo sepan 


interpretar y pueda ser una solución para mejorar los topes. 


En relación con los topes del Acto institucional N* 9, pueden existir no sólo a través de la legislación, sino a través del propio 
Directorio, si toma la iniciativa de ir modificándolos porque, de acuerdo con los informes jurídicos que tenemos, deberían haberse 
modificado paulatinamente para estar hoy en 14; sin embargo, se mantienen en 7. 


SEÑOR GASPARRI.- Quiero responder a la señora Senadora. Con respecto al tema del Frigorífico, vamos a pedir la información 
necesaria para poder darles una respuesta. Se trata de un tema bien complicado y por algo lo hemos discutido fuera de actas. De 
todos modos, les prometemos traerles una respuesta lo antes posible. 


En cuanto al tema de los baremos, el señor Ferrari ya ha adelantado algo. En nuestra reglamentación, para dar una prestación por 
discapacidad tenemos dos elementos importantes para su definición. Por un lado, está el problema físico, y en tal sentido hace dos 
años comenzamos a usar el baremo como una regla para poder expresar con claridad el acto médico que allí se refleja. Por otra 
parte, está la realidad socioeconómica de la persona. Estos son los dos grandes pilares en que se asienta la decisión del Banco 
para otorgar esa prestación. Si vemos una persona con una discapacidad determinada a quien, sin embargo, el Banco no ha dado 
una prestación, nos preguntamos qué es lo que está sucediendo, porque esta persona obviamente es discapacitada. Sin embargo, 
hay que tomar otro factor, que es el económico familiar, que el Banco tiene en cuenta para entender si la persona está ante una 
situación de necesidad personal porque, por ejemplo, su familia no tiene condiciones económicas para poder apoyarla. Si, por el 
contrario, la familia sí la puede ayudar, el Banco no otorga la prestación. Para ello, el Banco tiene en cuenta topes o montos de 
ingresos familiares, patrimonio familiar, etcétera, que se pone en análisis previamente antes de determinar la prestación. 


Esto a veces confunde, pues es difícil de entender cuando nos encontramos con una persona claramente discapacitada a la que, 
sin embargo, el Banco no le brinda la prestación. Quizá, la familia tiene una realidad económica que le permite hacerse cargo de la 
persona. Esto es importante porque nos estamos refiriendo solamente a la prestación por discapacidad y, sin embargo, esta es una 
ayuda distinta. Tan es así que si la persona, el día de mañana, por distintos motivos tiene una mejoría económica, le vamos a 
retener la pasividad porque entendemos que se puede ayudar personalmente. 


Aquí hay una definición de fondo muy grande y cuando hablamos de esto, repito, el Banco toma esos dos pilares para analizar y 
dar la prestación a la persona discapacitada. 


SEÑORA ARISMENDI.- El conjunto de la Comisión tiene claro lo que acaba de mencionar el señor Presidente del Banco de 
Previsión Social e incluso lo hemos analizado, lo hemos trabajo y hemos hecho un encuentro. 


Sabemos que son importantes los dos elementos, pero de qué manera cuentan se demuestra cuando hablamos de gente que tiene 
una situación socio económica dramática y un problema de discapacidad que, a su vez, no le permite aportar. 


SEÑOR GASPARRI.- Justamente, me dirigía hacia ese punto. Entonces, queda claro que tenemos dos elementos que pueden 
confundir. 


Cuando hablamos del baremo especificamente, en el decreto que fue aprobado está incluida la responsabilidad que le pertenece al 
Banco de Previsión Social en su seguimiento. Esto es lo que comentaba el Director Ferrari, en cuanto a que en este momento 
tenemos un equipo de personas -entre las que se encuentran el doctor Mautone- que ha analizado desde hace dos años este tema 
y que ha dado su respuesta. Técnicamente, esperamos dos años para tener una cantidad de actos y de realidades que permitieran 
hacer una evaluación. Internacionalmente, el Baremo cada dos años es puesto sobre la mesa; es un tiempo que se considera 
suficiente como para poder analizar este tema. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuándo terminan los dos años? 


SEÑOR GASPARRI.- Ya ha concluido el plazo y por eso la Comisión va a empezar a trabajar para analizar este asunto. Esa 
Comisión también deberá ser integrada por médicos de otros Entes, a fin de poder reformar el baremo y dar un paso definitivo. 
Quiere decir que estamos por comenzar ese trabajo. 


El otro tema que está un poco al margen de este punto, pero que es importante comentar -quizás los señores Senadores lo vieron 
cuando se hizo la presentación y se dio la charla en el Parlamento sobre este tema- es que en los últimos años hemos tenido una 
duplicación de gente que se presenta a solicitar pensiones por discapacidad. Quiere decir que allí hay una realidad que de alguna 
manera nos ha desbordado. Cuando a veces uno mira la cantidad de personas que se están negando, uno se pregunta si el 
Baremo ha sido el detonador de esta situación. Lo que sucede, repito, es que se han duplicado las presentaciones. Quiere decir 
que los números con los cuales funcionábamos en torno al tema de discapacidad, hace dos años, no tienen nada que ver con los 
actuales, en cantidades totales. Sin duda, allí existe una búsqueda de las personas hacia lograr un beneficio del Banco de 
Previsión Social; muchas de estas situaciones pueden ser reales y otras son producto de la necesidad, por no poder acceder a una 
jubilación. En este caso, hay un detonador distinto que ha hecho que mucha gente se esté presentando en el Banco, lo que ha 
vuelto muy dificultoso el análisis comparado. De todas formas, desde hace dos años estamos trabajando en el tema. 


Por otro lado, el tema del Baremo hay que analizarlo con mucha tranquilidad, habida cuenta de que es un juego de números, por 
decirlo de alguna manera. Uno puede decir que el 65% es mucho, pero puede ser poco o mucho según el porcentaje que le 
pongamos a la enfermedad del cáncer, por ejemplo. Si el cáncer es un 10%, quizás un 65% es un disparate; son carambolas 
numéricas que se transforman en un resultado. He escuchado muchas veces decir que hay que bajar el número; no se trata del 
número, sino de buscar la relación de la evaluación de la enfermedad, o sea, que algunas puedan aumentar su porcentaje y otras 
bajarlo, porque son curables a raíz de los avances que ha tenido la medicina. 


Quiere decir que hay una realidad del Baremo que vamos a ir analizando y definiendo en poco tiempo más. En ese sentido, 
podremos comprobar qué desviaciones y otro tipo de situaciones nos sucedieron en estos años, cuáles son culpa del Baremo y 
cuáles no. Creo, sí que el instrumento es válido, lo cual es importante recalcar. En el pasado hemos funcionado siempre con la 
junta médica, el acto médico y la evaluación médica, pero no contábamos con un instrumento mediante el cual el profesional 
pudiera analizar y evaluar con transparencia, de una manera demostrable para todos. Es importante el hecho de que Uruguay haya 
llegado a tener un Baremo, porque es una herramienta empleada a nivel mundial que ajustaremos en lo que sea necesario. 


SEÑOR NUÑEZ.- Deseo aprovechar la oportunidad de esta presentación para intercambiar cierta información, puesto que estoy 
interesado en saber algunas cosas y, además, comunicarles las inquietudes que me han sido planteadas, sobre todo para que el 
Directorio del Banco pueda manejarlas. 


En primer lugar, la Ley N* 17.266 autoriza la compatibilidad entre la actividad del discapacitado, en cualquier forma pública o 
privada, con la pensión por invalidez. Quisiera saber si esto ya está reglamentado y si existe alguna novedad o dificultad a este 
respecto. 


En segundo término, en la tarde de hoy fui visitado por miembros de organizaciones de vendedores ambulantes que deben pagar el 
monotributo. De alguna forma, ellos están en distintas situaciones, porque algunos se desempeñan en otra actividad por la que ya 
tributan al BPS, a lo que se les agrega ahora el monotributo. Otros no tienen otra actividad, pero se encuentran jubilados y, como 
en la discapacidad, se presenta en este caso una incompatibilidad entre cobrar la jubilación del BPS y, al mismo tiempo, pagar el 
monotributo como ambulantes. 


Mi intención, reitero, es informar a las autoridades del Banco sobre estos aspectos. 


SEÑOR DELGADO SICCO.- Antes que nada, quiero hacerme eco de las palabras del señor Presidente y expresar el 
agradecimiento que siento en lo personal por haber sido recibido por este alto Cuerpo del Senado. Creemos que es muy buena -lo 
llamo el "piel a piel"- la fluidez del contacto entre todos los organismos públicos y el Parlamento; particularmente lo es en el caso 
del Banco de Previsión Social, por sus especiales características de integración, ya que en él ocupamos cargos de responsabilidad 
quienes hemos sido designados mediante venia y también los representantes sociales. 


En respuesta al primer punto planteado por el señor Senador, quiero referirme brevemente a un tema que nos ha preocupado 
mucho. Se trata de algunos de los puntos fundamentales a escala social del Banco, que tiene una enorme responsabilidad en lo 
que hace a sus competencias en el orden financiero y económico, al peso en la carga económica del Estado, etcétera. Pero el 
Banco tampoco escapa a sus competencias en el área social, donde hacemos especial hincapié. 


Estamos trabajando en áreas relacionadas con los hogares de ancianos mediante algunos convenios que ya se están estudiando a 
efectos de concretarlos rápidamente. Esto lo menciono simplemente como un enunciado, porque no quiero desviarme de la 
respuesta que daré al señor Senador. 


En lo que hace a la compatibilidad del discapacitado o a su posibilidad de cumplir una tarea laboral, entendemos que eso le permite 
superarse como ser humano. Hemos leído las versiones taquigráficas de la Comisión y las del Senado. En el tratamiento 
parlamentario de este último Cuerpo, como en el de la Cámara de Diputados, se limitaron a dar entrada a este asunto, a votar en 
forma unánime y pasarlo a Comisión. La no discusión demuestra -es una interpretación personal- la voluntad manifiesta del 
Parlamento para dar rápida sanción a la norma. 


Lamentablemente, desde el 13 de setiembre de 2000 que fue aprobada dicha ley, quedamos en cierto modo a la espera de la 
reglamentación interna en el banco. Finalmente, en el día de ayer, esta disposición o reglamentación fue aprobada por unanimidad, 
para su aplicación inmediata. Incluso ya se ha dispuesto informar a los servicios del banco, de manera que la aplicación, reitero, 
pueda ser inmediata. Evidentemente, todo esto dentro del marco de la ley sancionada que como recordarán los señores 
Senadores, simplemente fija -si no me falla la memoria- la compatibilidad entre la pensión que se cobra y la posibilidad de realizar 
una tarea remunerada y, además, no se derogan normas anteriores legales. En este punto aparece nuevamente el famoso tema de 
los topes que también nos preocupa, no sólo en este caso sino en todo el contexto. Concretamente se trata de saber hasta cuanto 
puede recibir como contraparte y por concepto de la realización de un trabajo remunerado, aquella persona que ya percibe una 
pensión. 


Por otra parte, debo señalar que debimos enmarcarnos en las disposiciones legales anteriores porque no han sido derogadas por 
la última ley y, simplemente, al seguir vigentes señalan a texto expreso que lo que perciba esa persona no puede superar el monto 
de la prestación que está cobrando en ese momento. Es decir que llegamos hasta el máximo. En este caso, de acuerdo a lo 
resuelto por el Directorio en su última sesión, la disposición establece que podrá llegarse hasta la misma cifra de la pensión. 


SEÑORA ARISMENDI.- Creo que acá hay una confusión. 


En primer lugar, efectivamente en Sala, por lo menos en lo que hace al Senado, no se generaron grandes discursos porque 
habíamos venido trabajando largamente con el tema a nivel de la Comisión. No sé si el señor Director tuvo acceso a las versiones 
taquigráficas de la Comisión de Asuntos Laborales. Además, una de las preocupaciones fundamentales que tuvimos todos los 
integrantes y no integrantes que también participaron tenía que ver con el ser humano, con el desarrollo de su personalidad y su 
inserción en la vida, y no con el hecho de que se generara una interferencia de cualquier tipo por la pensión que estaban 
percibiendo y que, por otra parte, también estaba topeada por los ingresos familiares, razón por la cual era mínima. 


En consecuencia, el sentido de la reglamentación -si no es así me corregirán mis colegas abogados, sobre todo nuestro 
especialista- sería el siguiente. Cuando en el proyecto de ley se establece que a partir de la fecha de la presente ley, queda 
autorizada la compatibilidad entre la actividad del discapacitado, en cualquier forma pública o privada, con la pensión por invalidez, 
a mi entender se estaría autorizando sin límites. Sí no es así el señor Senador Correa Freitas me podrá corregir. De todas maneras, 
la intención estaba vinculada a la inserción en la sociedad, en el trabajo y, en ese sentido, se planteaba el espíritu de la ley. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar debo aclarar que ese proyecto de ley no fue iniciativa del Nuevo Espacio, sino del Partido 
Nacional. Si me equivoco los señores Senadores me podrán corregir. 


De todos modos, lo que se hizo fue lo que el Parlamento, sin tener iniciativa parlamentaria podía hacer, pero no quiere decir que 
ese proyecto de ley esté bien, ni que sea acorde a una legislación que permita compatibilizar totalmente lo que es una persona que 
tiene una discapacidad importante, que encuentra una oportunidad laboral y, en consecuencia, se desarrolla como ser humano. 
Nosotros hicimos todo lo que se permitía dentro del marco legal vigente. Sin embargo, hay mucho más para hacer. Incluso, si el 
Directorio actual y todos sus integrantes -me consta la sensibilidad que posee el señor Director Delgado Sicco- pudieran impulsar 
una iniciativa para que a propuesta del propio Banco de Previsión Social -aunque no llegáramos a algo óptimo- y del señor Ministro 


Alonso, el Parlamento hiciera un proyecto más acorde al espíritu que todos tenemos y que es darle oportunidades a gente a quien 
la vida ya limitó, enhorabuena. Soy absolutamente consciente que ese articulado tiene restricciones porque no teníamos la 
iniciativa del Poder Ejecutivo. Entonces, hicimos todo lo que nos estaba permitido. 


Sin perjuicio de ello, si ustedes nos desean ayudar, casi podríamos afirmar que eso puede salir rápidamente. 


SEÑOR DELGADO SICCO.- Compartimos el espíritu señalado aquí por los señores Senadores. Tan es así -creo que no peco de 
infidente diciéndolo- que incluso fue intención de los señores Directores, en el día de ayer, tratar de sobrepasar ese tope que el 
marco legal nos establecía. Pero, evidentemente, no podemos ser más realistas que el rey. No han sido derogadas las normas 
anteriores y, por lo tanto, no podemos sobrepasar el tope fijado en la reglamentación que establece que la persona no puede tener 
ingresos superiores a la misma cantidad que percibe por concepto de pensión. 


Hace un momento, el señor Senador Michelini supo captar lo que en realidad sucedió en el día de ayer. En esa ocasión, recogimos 
en cierto modo nuestro sentir a través de un planteamiento que hicimos al final de la sesión del Directorio, en el sentido de que a 
pesar de haber aprobado este texto se hiciera conocer nuestra opinión al Poder Ejecutivo. Concretamente, queríamos que se 
supiera que ese tope lo establecimos en la medida en que estabamos limitados por la ley, aunque ello no reflejaba la voluntad del 
Directorio del Banco de Previsión Social. 


Seguramente, el comunicado aún no fue enviado, pero esa es la resolución adoptada en la sesión del día de ayer, exactamente 
como lo anticipara el señor Senador Michelini. Es más, si no me falla la memoria, dicha resolución fue aprobada por unanimidad y 
refiere a la voluntad expresa de la totalidad de los miembros del Directorio, en la posibilidad de que esto se modifique o que el 
Poder Ejecutivo tome la iniciativa frente al hecho de que las normas legales anteriores nos limitan en el tema de los topes. No cabe 
ninguna duda que hubiera sido otra la voluntad de este Directorio si la incompatibilidad no hubiera estado limitada por una 
normativa legal anterior. 


En consecuencia, señalamos a los integrantes de la Comisión que hemos recogido esa misma inquietud y existe ese sentimiento 
dentro del cuerpo del Directorio del Banco de Previsión Social, razón por la cual estaremos atentos a que llegue esa iniciativa por 
parte del Poder Ejecutivo. Ojalá que, como dice el señor Senador Michelini, una vez que esto acontezca y llegue al Parlamento, se 
apruebe rápidamente. 


Se ha planteado una segunda pregunta por parte del señor Senador Núñez, pero voy a dejar que la conteste el señor Presidente 
Gasparri. Simplemente, señalamos que también estamos trabajando a nivel del Directorio en el tema de hogares de ancianos a 
través de un acuerdo que será muy importante y que abarcará 3.337 ancianos que actualmente están distribuidos en 95 hogares. 
En dicho acuerdo participarán Organismos del Estado como UTE, OSE, ANTEL y ANCAP. Ello nos permitirá mejorar la calidad de 
vida de los ancianos, sobre todo, en el marco de la Comisión Nacional de Dirigentes Voluntarios en el Año Internacional de los 
Voluntarios. 


SEÑOR GASPARRI.- Simplemente, deseo hacer dos pequeñas reflexiones. Una de ellas refiere a lo que recién expresó el señor 
Director Delgado Sicco, respecto a la preocupación de los señores Senadores en el tema de los discapacitados. De alguna manera, 
tenemos que detenernos a pensar realmente qué deseamos brindarle a un discapacitado. ¿Qué le queremos dar? Aquí nos hemos 
referido a beneficios que no son contributivos, sino de recaudación general que se vuelcan a la atención de problemas sociales, 
como la salud y, en este caso, la discapacidad. De manera que ahí se puede abrir el abanico de cómo y por qué se va a otorgar 
dicho beneficio. Hace unos instantes, indicábamos que había dos elementos: el físico y el económico familiar. De modo que hay 
una serie de variables como, por ejemplo, la de esos famosos topes. Fue así que demoramos la reglamentación durante tres o 
cuatro meses, porque, si bien sabíamos cuál era la voluntad del Legislador, la ley nos estaba habilitando, porque caemos en el 
tema de los topes. 


Fíjense cómo hemos quedado ahora. La Ley N* 16.713 establece que esta prestación puede ser otorgada a un discapacitado que 
no tenga capacidad para ninguna tarea; pero ahora tenemos un artículo de una Ley que afirma que sí puede trabajar. Quiere decir 
que hemos quedado con una definición en una norma y con otra que establece que para este caso eso no se aplica. Pensamos, en 
un principio, que podríamos habilitar eso pero automáticamente se nos caen los topes y comienza una especie de cascada. 


La temática es muy amplia. Por eso, han transcurrido más de dos meses en los cuales los abogados del Banco y los Directores nos 
hemos reunido para establecer claramente cuál era la voluntad del Legislador y cuáles las reglas que el Derecho nos obliga a 
aplicar. En definitiva, en el día de ayer, después de una larga discusión de más de una hora y media para saber cómo lo hacíamos, 
optamos por la última alternativa, es decir, seguir las reglas del Derecho. Sin duda que en los próximos años continuaremos 
trabajando sobre la incapacidad. 


Con respecto al monotributo, deseo aclarar que tuvimos una relativa intervención, más allá de algunos aspectos prácticos, cuando 
el Poder Ejecutivo lo reglamentó. Concretamente, hicimos nuestro aporte desde el punto de vista práctico, ya que ahora nos 
corresponde hacer su seguimiento y cobrarlo. 


También mantuvimos reuniones con una delegación de vendedores ambulantes. En el día de ayer recibí la misma nota que el señor 
Senador, la cual fue trasladada a los servicios correspondientes a fin de visualizar sus planteos. Independientemente de eso, con 
respecto al monotributo, estamos planificando contratar gente joven para que haga un relevamiento en todo el país y recabe la 
información necesaria a fin de que las personas involucradas se inscriban. Después, nos corresponderá inscribir y controlar todo lo 
relacionado con el monotributo. Primero debemos planificarlo desde el punto de vista administrativo, para pasar luego a la acción. 


En la nota mencionada también se plantea la posibilidad de contemplar a la concubina en lugar de la esposa. El monotributo estaría 
autorizando, por dos Salarios Mínimos Nacionales, que ambos puedan aportar. Se trata de un tema que será analizado desde el 
punto de vista jurídico, para ver si ello es posible. 


Asimismo, se hace alusión a la situación de los hijos. Nosotros estamos acostumbrados a que se pague por los hijos como por 
cualquier trabajador, pero ellos proponen que los hijos queden fuera. Se trata de un tema sobre el cual nosotros tenemos la 
posibilidad de reglamentar, pero, a nuestro juicio, el derecho de esa persona es el mismo que el de cualquier trabajador, por lo que 
no podemos dejar los hijos afuera. 


Con respecto a los pasivos, tenemos algo así como la carta fundamental: siendo pasivo no se puede trabajar, por lo menos, en el 
mismo rubro por el que se cobra la pasividad. Si nos enteráramos de que un pasivo está trabajando, tendríamos que denunciarlo y 
quitarle la pasividad. Esas son las reglas de juego que nosotros, como Banco de Previsión Social, debemos cumplir. En el caso de 
este planteo, estaríamos hablando de permitirle a 720.000 uruguayos que trabajen nuevamente. Digo esto para que los señores 
Senadores comprendan la magnitud del planteo propuesto. En ese sentido, no vamos a poder corregir ni modificar elementos que 
son más que fundamentales de toda la estructura de la Seguridad Social que tenemos montada. 


Estos son algunos de los planteos que recuerdo en este momento de esa nota. Les hemos dado entrada oficial al Banco y los 
estudiaremos jurídicamente. Si visualizamos algún hecho, lo elevaremos al Poder Ejecutivo, porque implicaría modificar un decreto 
que ya existe. 


Creo que el monotributo -así lo hemos conversado con ellos; aclaro que no voy a poner en su boca cosas que no dijeron- es 
ordenador y para ellos es el inicio de ingresar en el marco legal. Hay gente que hace muchos años que está trabajando y nunca 
pudo hacerlo en forma legal. Precisamente, así lo reconocían en el día de hoy cuando conversaban conmigo. También es un 
comienzo de justicia de lo que es el comercio. De manera que hay una serie de factores muy positivos. 


Los planteos que hicieron, en líneas generales, son de índole social, es decir, incluir a la concubina en lugar de la esposa, el tema 
de los hijos y de los pasivos. No está en tela de juicio, mayormente, el monto, que consideramos que es más bien bajo. 
Pretendemos que se logre un ordenamiento y una futura pasividad y que la DGI pueda efectuar su seguimiento. Este es el primer 
paso de un tema ordenador que ha costado muchos años definir. Creo que ahora podremos llevar a cabo la primera etapa de 
trabajo. Veremos qué cosas podemos mejorar, pero lo haremos siempre que estemos dentro de la ley. Lamentablemente, hay 
planteos de los cuales no nos podemos hacer eco. 


SEÑOR POZZOLO.- Si me permiten, deseo hacer algunas reflexiones sobre el desarrollo que ha tenido esta reunión inicialmente 
protocolar, donde se han planteado algunos asuntos que nos hacen fuerza y son compartibles. Me da la impresión de que en el 
futuro tendremos que trabajar muy duro y de manera continua en su análisis, porque su solución va a depender de la voluntad 
conjunta, sin olvidar la participación del Poder Ejecutivo. 


Un caso concreto lo tenemos en la resolución que adoptamos ayer respecto de la ley que fue votada en el Parlamento a favor de 
los discapacitados. Se trata de una norma que, inicialmente, es contradictoria con la legislación anterior, ya que, por un lado, otorga 
una pensión a una persona con incapacidad absoluta, y después hace compatible que pueda trabajar. Zanjamos la diferencia 
votando una reglamentación, de acuerdo a lo que informó el señor Director Delgado Sicco. Pero en el futuro puede haber otras 
diferencias porque, en la medida en que se crea justo y se sancione una norma que establezca que para estos casos no puede 
haber topes, no importa lo que vaya a ganar quien tenga una pensión por incapacidad, ya sea en la actividad pública o privada, se 
volverá a caer en una contradicción. Si a alguien que ya tiene una pensión y se presenta y dice que consiguió un trabajo por $ 
15.000 mensuales, no se le puede quitar la pensión, pero si una persona que gana $ 15.000, tiene incapacidad y se presenta a 
solicitar una pensión, por cobrar ese ingreso, no la puede recibir porque la legislación impide hacerlo, entonces, vamos a tener que 
afinar mucho estos temas, como también la legislación que existe en materia de vivienda para los jubilados, perfeccionándola y 
humanizándola. 


Desde ese punto de vista, en lo personal tenemos algunas ideas que primero, por supuesto, compartiremos con nuestros 
compañeros de Directorio, en el deseo de que después podamos trasladarlas al Poder Ejecutivo y a la Comisión. 


Digo, como reflexión de alguien que ahora, después de tantos años de parlamentario, está del otro lado del mostrador, que hay un 
hecho que no podemos perder de vista: estamos hablando del Organismo que, desde el punto de vista económico-financiero, tiene 
más peso en el país y en toda la Administración Central. Para que podamos hacer compatibles las aspiraciones que tiene, en 
primer lugar y como es natural, la ciudadanía, luego su Directorio, el Parlamento y el Poder Ejecutivo, este Organismo tiene que 
mejorar ostensiblemente su gestión. ¿Por qué? Porque este Organismo de tanta importancia está financiado genuinamente sólo en 
un 30%. A esa financiación genuina del 30% para su funcionamiento -son cifras de diciembre del año pasado y no sé cómo pesan 
las quitas de aportes habilitadas en el correr de este año- le agregamos recursos legales: 7% del IVA y un 54% del presupuesto 
total que sale de Rentas Generales. 


Quiere decir que cuando hablamos y compartimos la inquietud -creo que la compartimos hasta los que somos víctimas de la ley 
que dictamos en aquel momento, la N* 17.613- de que hay que mejorar la ley y subir los topes, tenemos que ver cómo va a pesar 
en el conjunto de la sociedad, en Rentas Generales, y no sólo en las finanzas del Banco de Previsión Social, las medidas que 
tengamos que tomar. Por eso va a ser más que necesario que trabajemos juntos y muy estrechamente en el futuro ustedes y 
nosotros, a los efectos de que no sean solamente aspiraciones o promesas todo esto que sentimos como una necesidad de hacer 
justicia, para lo cual en este momento estamos viendo los obstáculos que hay para conseguirlo. 


Para complementar una información a la señora Senadora Arismendi, debo decir que en el día de ayer estuve interesándome por el 
tema que le preocupa de los empleados del frigorífico. Está constituida una Comisión en la Sala de Abogados y sin que esto se 
tome como definitivo, creo que tenemos que ir pensando en que va a ser necesario, por lo menos, una ley complementaria. 


SEÑORA ARISMENDI.- Quería enfatizar algo que señalaba el señor Senador Michelini, porque si no daría la sensación que 
nosotros imaginamos un proyecto de ley, lo redactamos, lo enviamos alegremente al Senado, lo votamos sin hacer las consultas 
del caso, pero luego nos encontramos con que tenía una serie de dificultades en el momento de la reglamentación. Esto no es así, 
porque aquí se trabajó con el Directorio del Banco de Previsión Social y también en Sala, haciendo puntualizaciones y 
modificaciones. Insisto en que se trabajó en una misma mesa con el pleno del Directorio. Tanto es así que recuerdo que algunos 
puntos que habíamos propuesto y que estaban mal, hubo que enunciarlos nuevamente, y que en el último momento en que se 
procedió a votar fue fax mediante, en línea directa con el Presidente del Banco de Previsión Social, que es la misma persona que 
hoy ocupa ese cargo y que, por lo tanto, puede ratificar lo que estamos diciendo. 


Hago esta aclaración porque si no parecería como que hubo un divorcio entre el Parlamento y el Banco y que el Parlamento, sin 
tener en cuenta a nadie y sin haber hecho las consultas del caso, vota una ley que, repito, luego tiene problemas de 
reglamentación porque, en todo caso, unos y otros, el Banco y nosotros -compartamos la responsabilidad- no advertimos que luego 
podían generarse dificultades con otras leyes. 


Preguntaba por lo bajo -y ahora lo digo para que quede en la versión taquigráfica- qué hay que derogar. Que se nos diga, pues, 
cuáles son las leyes que hay que derogar o modificar para hacer cumplir esta norma; trasmítannos eso y trabajaremos para 
lograrlo. 


Repito que aquí hubo un trabajo permanente, y así consta en la versión taquigráfica de la Comisión. Además, el último proyecto 
que realmente se votó en Sala fue fax mediante con el Presidente del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Yo ocupo un cargo dentro del Directorio del Banco de Previsión Social en representación de jubilados y 
pensionistas de este país. Como es sabido por todos, esta es una organización gremial que trata, en lo posible, de reivindicar una 
serie de puntos que son de conocimiento público, buscando mejorar el nivel de vida de los jubilados y pensionistas, y sus 
problemas habitacionales y de salud lo cual, en definitiva, también supone elevar el nivel de vida. 


Voy a referirme, en particular, a un hecho que es real, que se puede constatar y es que en el Uruguay 260.000 personas perciben 
hasta dos salarios mínimos como pasividad; 120.300 hombres y mujeres que dedicaron su vida al trabajo, reciben hasta un salario 
mínimo; otros cobran un cuarto, un medio o tres cuartos hasta alcanzar un salario mínimo; y, por último, tenemos 139.900 personas 
a las que se les paga hasta dos salarios mínimos. Con este dinero deben hacer frente a una etapa de la vida que requiere cuidados 
especiales, de una mejor alimentación, de recursos para la recreación, puesto que las horas libres son muchas, de una mayor 
atención de la salud y, por lo tanto, de un gasto mayor en medicamentos. A esos requerimientos que la vida les impone deben 
hacer frente con escasísima cantidad de pesos. 


La situación económica de esta cantidad de uruguayos genera problemas para los cuales reclamo del Parlamento de mi país una 
legislación, porque se trata de gente que con estos pesos no puede vivir y, por ello, trabaja en forma ilegal, clandestina, o en negro 
como se estila decir. Es así que se generan situaciones de una injusticia tremenda. 


He podido constatar, porque han ido a tocar a la puerta de mi casa cuando se presenta la situación, que hay trabajadores que 
habiendo aportado religiosamente al Banco de Previsión Social, sólo perciben una pasividad de $ 1.000. Todos sabemos que nadie 
puede vivir en este país con esa cantidad de dinero. Por lo tanto, se ve obligado a trabajar. Entonces, ¿qué sucede? Que el Banco 
de Previsión Social, como bien señalaba el señor Presidente Gasparri, tiene que advertirle que si continúa trabajando, tendrá que 
optar, porque la pasividad es un derecho adquirido que no se pierde. El Banco de Previsión Social debe cobrar a la persona los 
aportes correspondientes al período que va desde el día en que se jubiló hasta el momento en que la sorprende trabajando. Pero 
esa es una deuda que a veces resulta cuantiosa, y esa persona no tiene los medios para pagarla. Entonces, ¿qué hace? Pierde la 
pasividad y continúa trabajando, pero debe pagar la deuda y los nuevos aportes, o se queda con dicha pasividad y la deuda y sigue 
pasando una situación bastante angustiosa. 


Para estas situaciones reclamo del Poder Legislativo de mi país una ley que permita que esa gente siga trabajando o se le paguen 
pasividades que la ayuden a vivir dignamente. 


SEÑOR GARAT.- En realidad, no voy a tocar ningún tema en especial, sino que voy a hacer una reflexión frente a la cordial visita, 
muy necesaria, de los miembros del Directorio del Banco de Previsión Social. 


Antes que nada, comparto que la tarea que tienen que desarrollar no es fácil por la amplitud de todo lo que tiene que hacer el 
Banco de Previsión Social y las dificultades que enfrenta por la falta de recursos. El ex señor Senador Pozzolo y actual Director del 
Banco de Previsión Social, del otro lado del mostrador nos hace ver la acción de los administradores de ese Organismo un poco 
antipática, pero es fruto de la realidad que se vive. 


Debo decir, también como reflexión -quizá muchos me lo hayan escuchado en el Parlamento en algún momento-, que en lo 
personal, el sistema del Banco de Previsión Social no me gusta en la actualidad, porque creo que es absolutamente injusto para 
con todos, como lo ha señalado, entre otros, el señor Director Fernández. Creo que el Uruguay pensó, en una época de bonanza 
económica de nuestro país, en un sistema de previsión social al que le ha ido acumulando causas justas, pero eso ha coincidido 
con un descenso de la sólida posición económica que tuvo en otros tiempos. Casualmente, en este momento en que hay crisis 
económica y las dificultades son mayores, aparecen los problemas sociales más graves. En los países ricos no hay problemas 
sociales graves; éstos ocurren cuando hay dificultades económicas y no existe libertad de opción para encontrar trabajo. 


Esto me hace acordar -a fin de hacer este tema un poco más amable- a un dicho de un ciudadano de mi pueblo, de un inmigrante 
que vino con la mochila al hombro, que trabajó duro y ahorró todo lo que ganó y terminó su vida bastante rico. El decía: "En una 
casa, cuando no hay dinero, todos discuten y nadie tiene razón". Siempre me acuerdo de esa frase porque refleja lo que está 
pasando a los uruguayos en este momento. Todos discutimos, pero la verdad es que no hay de dónde sacar dinero. Entonces, la 
lucha que tenemos es con los administradores del Banco de Previsión Social, a quienes les hacemos los planteos, pero a su vez 
ellos y nosotros debemos hacer lo propio con el señor Ministro de Economía y Finanzas, quien que cada vez que le decimos algo 
nos contesta que hay que bajar la cortina porque no se puede hacer nada. Por tanto, los Directores del Banco de Previsión Social, 
el Ministro de Economía y Finanzas y nosotros, los parlamentarios, vivimos en una permanente y eterna frustración, haciendo en 
definitiva las cosas que no nos gusta realizar. 


La reunión que tenemos en el día de hoy es oportuna para que nos trasmitamos lo que todos sabemos. Si hay algo que tengo 
claro, conociendo a los señores Directores, es que todos son ampliamente sabedores de cuál es la situación social y popular del 
país. Sin embargo, en un momento de tantas dificultades, me atrevo a expresar dos reflexiones que me planteo permanentemente 
ante todos los problemas que viven los señores Directores. 


Actualmente -lo dijo el señor Presidente- sabemos que a la gente cuya edad oscila en los 50 años se les cierra la fábrica en que 
trabaja, la artesanía que produce no sirve, el producto que estaba exportando no marcha y la reducción de costos de la empresa, 
del Estado o lo que fuera, los afecta. Este es un país en donde la persona de 50 años, por más capacitada y técnica que sea, se 
queda sin trabajo y al otro día no puede conseguir otro, como sí sucede en países desarrollados. Esa persona se queda sin 
ingresos. En una fábrica, una persona puede haber sido capataz y cobrar un buen sueldo, con el que mantenía a su familia y vivía 
dignamente. La sociedad de consumo en que vivimos no nos deja gran capacidad para el ahorro porque se nos incita 
continuamente al gasto. Una persona puede tener un gran ingreso, un buen pasar, pero de la noche a la mañana se encuentra en 
una situación prácticamente de miseria. Sin embargo, ha trabajado y ha aportado toda la vida al Banco de Previsión Social. 


Creo que es injusto -ya hemos aprobado leyes en ese sentido, y estoy dispuesto a seguir haciéndolo- que a una persona de 55 ó 
56 años, a la que le faltan cuatro o cinco años para jubilarse y que ha aportado 30 años al Banco de Previsión Social, en algunos 
casos en cantidades importantes, no le podemos decir de la noche a la mañana "Usted, señor, muérase de hambre por cinco o seis 
años más hasta que tenga edad para jubilarse". Creo que esa sería una estafa. Eso da lugar a la falta de credibilidad en el sistema. 


En esta época de crisis que afrontamos en este momento, ese es un tema que debemos tener muy en cuenta. Digo esto porque 
una fábrica que se cierra hoy y mañana se abre, lo hará con menos empleados porque usará otra técnica y forma de trabajo, en 
función de la cual, si operaba con 300 personas, ahora funcionará con 180. Quienes van a quedar en la calle van a ser los que 
están en esa edad crítica. 


Ese es un tema que muchas veces nos va a convocar a su análisis porque es de hoy, de la realidad, de la crisis que está viviendo 
el país. Soy optimista y sé que el país la va a sobrellevar, pero hay una época en que no podemos dejar que se muera la gente, 
porque son compatriotas, que sienten, sufren, viven y quieren las mismas cosas que todos. 


El otro tema es el que tiene que ver con los topes que, a mi juicio, es de una injusticia temenda. Estoy muy de acuerdo con una 
política de previsión social solidaria y todo lo que se quiera, pero no comparto el hecho de que una persona que ha aportado 
rigurosamente toda la vida, no tenga derecho a lo que aportó. Esto es una apropiación. Para esto habría que crear un impuesto que 
favorezca las otras formas de gasto, pero la persona que aportó tiene que percibir. Conozco casos de gente, por ejemplo mujeres, 
que han terminado su vida laboral en puestos de jerarquía importante y que, sin embargo, no han cobrado jubilación porque eran 
viudas y cobraban la pensión del marido que en su época ocupaba un cargo de confianza y tenía un sueldo alto. Estas personas 
han aportado toda la vida y han ocupado cargos de jerarquía, pero al retirarse, lo máximo que les dan es una medalla. Eso es una 
estafa. 


Por lo tanto, creo que hay que rever el tema de los topes. Tenemos que encontrar los recursos. ¿Qué le hace una mancha más al 
tigre? Como decía el señor Pozzolo ¡si tendremos horas de presupuesto discutiendo esos temas! Pero no podemos cubrir las 
necesidades económicas del país con lo que le pertenece a la gente. 


Tal como está el sistema en el país, el descuento que se hace a los trabajadores para la previsión social es el ahorro de las 
personas y, en ese sentido, nos hemos quedado con él y les decimos que no se los vamos a dar. Esto es realmente grave porque 
no sólo nos hemos quedado con el ahorro, sino con el dinero. Si un banco privado hace esto, evidentemente se enriquece al igual 
que lo haría una persona ahorrando por su cuenta. 


Con estas reflexiones por supuesto que no traigo ninguna novedad ni rompo la barrera del pensamiento, pero quiero decir a los 
estimados Directores que hay temas como estos que están bordeando la crisis que vive el país, que tienen que ver con la 
preocupación de la gente, con la falta de seguridad que sienten las personas, circunstancia que va creando, en definitiva, una 
desconfianza en el sistema político, en nuestra propia libertad y en la democracia. 


Creo que estos temas debemos ir abordándolos, manteniendo reuniones con sinceridad y con conexión de pensamiento, tal como 
lo hemos hecho en el día de hoy, cuando ha resultado muy grato y muy amable escuchar las opiniones de los señores Directores. 
Evidentemente, sabemos que existen temas a los cuales sí o sí les debemos encontrar una solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de concluir la sesión quisiera manifestar que coincido con las expresiones que se han hecho en 
cuanto a que hay que procurar conferir mayor justicia al sistema de la seguridad social, que es una tarea permanente y dinámica 
que nos atañe a todos. Con los ejemplos que aquí se han puesto, y con algunos más que podríamos aportar, no puedo más que 
coincidir en cuanto a la necesidad, reitero, de que se le dé un tratamiento más justo a la sociedad uruguaya, sobre todo a aquellos 
que, por razones de edad o discapacidad, no están en igualdad de condiciones. También debo recordar que, en este caso, los 
deseos se deben juntar con los recursos. No es porque no conociera el tema, pero me han impactado las manifestaciones 
formuladas por el señor Pozzolo en cuanto a cómo están distribuidos los recursos del Banco de Previsión Social en donde, 
claramente, la sociedad uruguaya está haciendo un esfuerzo muy grande para poder atender las necesidades de la institución. 


Por lo tanto, considero que ese otro elemento de atender los recursos es muy importante porque, de lo contrario, si permitimos que 
por la vía del gasto se produzca un desfase con los recursos, caeríamos en temas de inflación que ya hemos conocido en este 
país. En definitiva, cuando esto ocurre porque se produce un desfase entre los recursos y los gastos, el más perjudicado es el 
sector más débil desde el punto de vista social, que es el que tiene ingresos fijos como, por ejemplo, los jubilados y pensionistas. 
Ahí el desafío, aquí las dificultades. Para procurar atenderlos y encontrar soluciones, nosotros estamos totalmente a la orden y 
expreso mi reconocimiento en nombre de la Comisión por la iniciativa que el Directorio del Banco de Previsión Social ha tenido para 
provocar esta reunión que, sin duda, es el comienzo de muchas otras en las cuales trabajaremos en conjunto para alcanzar 
soluciones a este difícil tema de la seguridad social. 


Les expresamos nuestro agradecimiento y les damos la seguridad de que vamos a continuar estando en contacto. 
Muchas gracias. 

(Se retira de Sala el Directorio del Banco de Previsión Social.) 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 16 y 48 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


